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Presentación



El presente libro, titulado La tutela de la parte débil en las relaciones jurídicas contemporáneas, es resultado de la investigación del proyecto “La parte débil en las relaciones jurídicas contemporáneas (fase II)”. Este fue desarrollado en el año 2019, en la línea de investigación Estudios en Derecho Privado del Centro de Investigación Francisco de Vitoria de la Universidad Santo Tomás.


La obra analiza la figura del contratante débil en las relaciones jurídicas contemporáneas. Para ello se estudiaron tres relaciones jurídicas que las autoras han elegido arbitrariamente en el marco de la contratación y desarrollo tecnológico; cada una de ellas se presenta en un capítulo del texto. Primero, se examina el contrato de consumo — de manera especial, en las denominadas operaciones de autofinanciamiento comercial—; en segundo lugar, se analiza el contrato laboral y el impacto de la Revolución 4.0; el último apartado explora la figura del cuidador de pacientes.


En efecto, el estudio de estas relaciones jurídicas permite evidenciar el impacto que tienen el desarrollo del mercado, por una parte, y la tecnología, por otra. Estos, además de modificar las conductas y hábitos de las personas, constituyen también unas fuentes de desequilibrio entre las partes contratantes, pues colocan a una de ellas, la parte débil, en la dificultad de conocer por sí misma y de manera autónoma los alcances de la relación jurídica entablada. De ahí surge la necesidad de protección que experimenta esta parte en relación con su contraparte. Ante dicha realidad, no se hace esperar la intervención del Derecho para resguardar a este sujeto y protegerlo de posibles abusos derivados de la práctica de las señaladas figuras contractuales.


La trayectoria de las autoras del libro permite explicar con propiedad (desde el derecho del consumo, el derecho laboral y la seguridad social), varios aspectos relevantes para el análisis presentado: el fenómeno de desprotección que puede experimentar la parte débil de las relaciones contractuales, cómo el Derecho hace frente al problema y qué se requiere aún para protegerla de manera efectiva. En esta línea, se puede entender que el orden de los capítulos del libro obedece a un simple criterio de preferencia temática, mas no de importancia del problema, toda vez que en cada uno de ellos se aborda la situación de la parte débil para así proponer un tratamiento más justo y equilibrado que el que actualmente existe.


Finalmente, el libro transmite una preocupación por la esencia humana de la parte débil de la contratación donde basta el reclamo de la dignidad de la persona como principio para mostrar la necesidad de una respuesta congruente del ordenamiento jurídico.





Introducción



Las características bajo las cuales tiene lugar la circulación de bienes y servicios en el mercado han tenido al menos dos efectos importantes sobre las relaciones jurídicas. Por un lado, han surgido reacciones desde el plano social por parte de los trabajadores y consumidores ante las nuevas formas de contratación que surgen para incentivar el movimiento de la producción de la riqueza; dichas reacciones se deben a que, a través de estas nuevas relaciones contractuales, se modifica una serie de beneficios alcanzados gracias a históricas luchas sociales por los derechos laborales. Por otro lado, sin duda, la producción de la riqueza encuentra en los tiempos modernos un escenario que hoy conocemos como el mercado global, del cual se desprenden múltiples implicaciones en el proceso de producción de bienes y servicios, tales como la masividad, la transnacionalidad y la generación de una pluralidad de figuras contractuales, por las cuales los proveedores y empleadores buscan canalizar la generación de utilidades.


En este contexto, este estudio ha tenido como objetivo general analizar la conveniencia de los instrumentos de protección establecidos para la defensa de la parte débil de las relaciones jurídicas laborales, la relación de afiliados-aportantes, las relaciones de consumo y la figura de contratistas de prestaciones de servicios instituida en el ordenamiento jurídico colombiano.


Establecida la brújula del trabajo, este estudio implementa una perspectiva reflexiva sobre la contratación y las nuevas relaciones jurídicas generadas por las orientaciones que han tomado el mercado y la contratación contemporánea; estas, a su vez, se ven impulsadas por la fuerza impetuosa de la tecnología. En esta línea, se ha buscado indagar sobre el impacto que este escenario tiene en las relaciones jurídicas entabladas, en el cual, de acuerdo con determinados criterios, es factible señalar que una de las partes es “débil” respecto a su contraparte.


De este modo, se trata de poner énfasis en la “debilidad” jurídica, económica y hasta psicológica, que afrontan trabajadores o consumidores. A estos últimos, para los fines de la presente indagación, se identifica, en términos generales, como sujetos débiles frente al proveedor o empleador, sea en su calidad de destinatarios de la avalancha de bienes y servicios en el mercado o de subordinados en las correspondientes relaciones de prestación de servicios.


La metodología aplicada en el presente trabajo ha consistido en la revisión e interpretación de la normatividad colombiana vigente en cada uno de los campos de las relaciones jurídicas examinadas. Así, se ha valido del método interpretativo y sistemático que ha permitido identificar la situación de debilidad en que se encuentra una de las partes de las relaciones jurídicas estudiadas. Esto permitió proponer respuestas de articulación del ordenamiento jurídico en cada caso, explicadas en cada uno de los capítulos del libro.


En este sentido, el estudio identifica algunas relaciones jurídicas que ponen en evidencia, por una parte, la existencia de una relación asimétrica entre proveedores y consumidores, y por otra parte, el impacto de los adelantos tecnológicos en las relaciones laborales y la seguridad social.


En efecto, en el primer capítulo, en cuanto atañe a los consumidores, se indaga si el sujeto destinatario de una figura contractual de financiamiento comercial —como el denominado contrato de autofinanciamiento— tiene el estatus de consumidor y, en ese caso, si alcanza la cobertura de la normativa de protección del consumidor. Se advierte que este tipo contractual innominado y de uso común hoy en la contratación en el mercado presenta características singulares que justifican un análisis desde la óptica del consumidor y la necesidad de su protección.


Enseguida, en el segundo capítulo se analiza si como consecuencia de la Revolución 4.0 y la transformación que ello implica en las nuevas formas del trabajo “humano”, se hace necesario realizar un cambio en los sistemas de seguridad social, los cuales desde su génesis han procurado satisfacer las necesidades del hombre y no así otras exigencias que respectan a las máquinas o robots. En este campo, se abordan algunos aspectos relacionados con la realidad de la seguridad social, el objetivo de la cobertura universal y su sostenibilidad financiera. Asimismo, se indaga sobre su finalidad respecto de los prestadores de servicios personales subordinados y el impacto que genera la disminución de potenciales cotizantes que, en últimas, serán reemplazados por la realidad tecnológica y robotizada, propia de un mundo globalizado.


En esa línea de reflexión sobre la parte débil en determinadas relaciones jurídicas, el tercer capítulo se sumerge en el campo de los servicios de salud para detectar la relación jurídica en que se encuentran los cuidadores de pacientes. En esta área, las necesidades en temas de salud de los seres humanos han evolucionado, pues día a día se descubren nuevas patologías; además, frente a las ya existentes, se visualizan requerimientos que deben ser atendidos so pena de vulnerar la dignidad de vida no solo del paciente que ha llegado a un grado de dependencia, sino también la de su familia.


Una de estas exigencias que toma especial relevancia concierne a los cuidadores, ya sean formales o informales: personas llamadas a cubrir no solo la subsistencia, sino también el bienestar y desarrollo de la persona que padece algún grado de dependencia como consecuencia de una enfermedad. La práctica de los servicios de salud revela la existencia de los llamados cuidadores, una realidad que ha dado lugar a diversas problemáticas relacionadas con la esfera de lo público y lo privado. A su vez, esta figura exige su tratamiento bajo la perspectiva de las políticas públicas, en una sociedad en la que se busca restituir y equilibrar los derechos de grupos poblacionales que a lo largo de la historia se han encontrado en una situación de inequidad y con bajo acceso a la protección social.


De esta manera, se han analizado las relaciones jurídicas en las cuales se ha identificado una parte débil. Esto ha permitido indagar sobre el marco normativo que las cobija y sobre los problemas ocasionados por la situación de debilidad de una de las partes de la relación jurídica, en torno a los cuales giran las reflexiones de esta obra.
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Cuestiones generales



Múltiples son las formas a través de las cuales circulan los bienes y servicios en el mercado; las hay desde las más simples y directas hasta las más complejas. Están determinadas por los conocimientos técnicos que in volucran, la intermediación que requieren o los extremos participantes en el negocio que canaliza la circulación de la riqueza. Esta última, en tiempos modernos, ha sido regulada y caracterizada por un instrumento: el contrato; este se contrapone a lo que representó la propiedad en el siglo XIX, en medio de una sociedad artesanal.


Grandes y pequeños contratos permiten el movimiento de bienes y servicios para garantizar la satisfacción de las necesidades y conveniencias de los sujetos que interactúan en el mercado. Además, este instrumento se caracteriza por sus connotaciones globales y por la contribución de la tecnología, que acelera los procesos de contratación, así como la producción masiva de productos y servicios.


El presente capítulo indaga sobre una forma de circulación de bienes basada en las operaciones de autofinanciamiento comercial que se desarrollan en el mercado colombiano. De ahí, surge una serie de inquietudes sobre la naturaleza del contrato: si en tal caso se configura como contrato de consumo, cuáles son las partes involucradas y, finalmente, sobre el régimen de protección que asiste en la actualidad a los sujetos que intervienen en estas operaciones como destinatarios de unos bienes que se ofrecen en el mercado.


Para este fin, se parte de la caracterización del contrato de consumo y se identifica la información como elemento sustancial de toda relación de consumo —con mayor énfasis en aquellas que exigen conocimientos técnicos que instauran un cierto grado de complejidad para la inteligencia del clausulado contractual—.


De igual manera, debe tenerse en cuenta, por un lado, que el derecho actúa como sistema regulador de las conductas humanas (Monsalve Caballero, 2008) y, por otro, que existen nuevas tendencias de la economía, como la aceptación y exigencia de principios generales que rigen la contratación moderna. Con esto presente, dentro del estudio del contrato de autofinanciamiento comercial, se hace un análisis del principio de la buena fe junto con los deberes secundarios de la conducta que de él se derivan. Se da especial relevancia al deber de información como piedra angular de los contratos de consumo, con el cual se pretende fortalecer la confianza entre las partes. El deber de información, además, busca proteger y materializar los principios que inspira la normatividad vigente en derecho de consumo, los cuales tienen, a su vez, una función creativa, integradora e interpretativa del contrato (Pico Zúñiga, 2017).


Finalmente, con el objetivo de determinar la protección sustancial y procesal, vigente y aplicable a las relaciones de consumo originadas de los contratos de autofinanciamiento comercial, se establecen las competencias administrativas de inspección y vigilancia, y jurisdiccionales. Esto con el fin de dar a conocer la acción de protección al consumidor, en cabeza de las superintendencias, así como el régimen legal aplicable que orienta dicha relación contractual.



Los contratos con los consumidores y la justificación de un régimen de protección especial



La contratación en masa trajo consigo una modalidad de circulación de bienes y servicios en el mercado: los denominados contratos con los consumidores. Estos se caracterizan por celebrarse entre un consumidor y un empresario o comerciante, de manera que se excluyen aquellos contratos que se celebran entre particulares o entre empresas (Reyes López, 2011, p. 1).


Ahora bien, no puede desconocerse que el campo en el que se desarrollan las relaciones de consumo sobrepasa los límites del contrato (Ghersi, 2005). Esto se debe a que, por un lado, dichas relaciones pueden tener lugar a partir de situaciones extracontractuales —como la información que se debe aun desde la etapa precontractual—; por otro lado, la evolución que ha tenido y la importancia que tiene en la actualidad la institución de la responsabilidad civil del fabricante por productos defectuosos es testimonio de la amplitud y complejidad de las relaciones de consumo (Woolcott, 2007; Woolcott y Fonseca, 2018; Fernández-Sessarego y Woolcott, 2018). Sin embargo, el contrato sigue siendo, como anota Rinessi (2006, p. 109), “la estructura básica” de las relaciones que interesan al consumo.


Los efectos que tiene el tráfico de bienes y servicios en el mercado —sea en la salud, seguridad o en el aprovisionamiento a consumidores y usuarios— han provocado, lógicamente, unas respuestas del derecho; con ello, se dio lugar a un movimiento general de protección a los consumidores que se inició en los Estados Unidos y se expandió a otras latitudes. En esta línea de propensión a la defensa de los consumidores, se empiezan a dictar una serie de normativas a partir de los años setenta a nivel mundial (Rusconi, 2009).


En este sentido, sin perjuicio de algunos antecedentes normativos en Colombia, la Constitución Política de 1991 sienta un hito en el sistema de protección al consagrar una norma específica en el artículo 78, donde se contempla la protección del consumidor y se delega el desarrollo de un régimen ad hoc a la legislación especial. Se instituye, de esta manera, un marco principista de protección al consumidor con el reconocimiento de la necesidad de control de la calidad de bienes y servicios que se ofrecen y se prestan en el mercado; para tal control, ciertamente, el contrato de consumo es el vehículo que canaliza la llegada de dichos bienes al consumidor. Al mismo tiempo, se dispone a regular la información que debe acompañar la circulación de dichos bienes y se instituye la responsabilidad de quienes tienen a su cargo la producción y comercialización de tales bienes y servicios.


Aunque hubo antecedentes legislativos y jurisprudenciales, para regular la protección del consumidor en Colombia —como el caso del Decreto Ley 3466 de 1982 y la Sentencia C-1141 del 2000 de la Corte Constitucional—, fue recién en el año 2011 cuando se dictó un régimen especial de protección al consumidor con la Ley 1480 de 2011. En esta, se contemplan las disposiciones específicas relativas a los elementos que configuran la relación de consumo existente entre productor y consumidor en virtud de un contrato de consumo, y conciernen a las diversas etapas de la contratación. Cabe reconocer la trascendencia de la citada sentencia constitucional, puesto que representó para Colombia un hito jurisprudencial, pues por primera vez desde el plano constitucional (a la luz del artículo 78 de la Carta Magna) se aclararon los conceptos fundamentales que soportan el derecho del consumidor. Sobre todo, fue de gran importancia que se reconoció la acción judicial directa del consumidor contra el productor sobre la base del reconocimiento de la existencia de una relación de consumo.


En este marco normativo colombiano, además de atenderse a la calidad de las partes en el contrato de consumo, el régimen estatutario centró su atención en la información como presupuesto de la relación de consumo. De hecho, la información constituye la columna vertebral para buscar recobrar el equilibrio inexistente al inicio en toda relación de consumo. En efecto, se trata de la pieza angular sobre la que descansa fundamentalmente un régimen de protección al consumidor (Woolcott et al., 2017).


La debilidad del consumidor en las relaciones de consumo


La premisa de que el consumidor es el sujeto débil de la relación con el proveedor o productor se desprende de las propias características de la denominada sociedad de consumo en que todos los ciudadanos se encuentran inmersos de una u otra manera. Inevitablemente, los seres humanos participan de este sistema bajo modalidades múltiples de negocios que se celebran en el mercado, sea para satisfacer una necesidad básica o para responder a exigencias sofisticadas generadas a partir de las propias estrategias del mercado, como la publicidad y mercadeo, entre otros elementos que impulsan el desarrollo del mercado bajo el postulado de la libertad.

OEBPS/images/f0001-01.jpg
pr





OEBPS/images/copy.jpg





OEBPS/xhtml/nav.xhtml






		Cubierta



		Portadilla



		Página legal



		Contenido



		Presentación



		Introducción



		El consumidor como parte débil en los planes de autofinanciamiento comercial. Dificultades para determinar el régimen de protección en Colombia



		Cuestiones generales



		Los contratos con los consumidores y la justificación de un régimen de protección especial



		El contrato de consumo y la información como elemento restablecedor del equilibrio contractual



		El plan de autofinanciamiento comercial (PAC) como medio de adquisición de bienes y servicios en el mercado



		Aspectos de la operatividad del contrato de autofinanciamiento comercial en Colombia



		Conclusiones









		Los sistemas de seguridad social en la era de la Revolución 4.0



		Cuestiones generales



		Realidad de los sistemas de seguridad social



		Conclusiones









		Los cuidadores de personas en situación de discapacidad. ¿Necesidad de una política pública?



		Cuestiones generales



		El cuidado frente a la discapacidad (dependencia)



		Los cuidadores de personas en situación de discapacidad



		Política pública dirigida a cuidadores



		Conclusiones









		Conclusiones generales



		Referencias



		Sobre las autoras



		Índice temático



		Cubierta posterior











OEBPS/images/half1.jpg
LATUTELA DELA
PARTE DEBIL EN LAS
RELACIONES ]URfDICAS
CONTEMPORANEAS





OEBPS/images/title.jpg
LA TUTELA DE LA

PARTE DEBIL EN LAS
RELACIONES JURIDICAS
CONTEMPORANEAS

Olenka Woolcott Oyague
Angélica Maria Parra Baez
Liliana Andrea Vargas Espitia
EDITORAS ACADEMICAS






OEBPS/images/cover.jpg





